
ÍNDICE

2.1. PERSONAS

160

social de las personas privadas de libertad como para culminar sus procesos de deshabituación y 
recuperación de sus adicciones.

Mediante Resolución de 7 de septiembre de 2023 de la Secretaría General Técnica de la Consejería 
de Salud y Consumo, se publicó el Convenio entre el Ministerio del Interior y la Consejería de Salud y 
Consumo de la Administración de la Junta de Andalucía, para la colaboración en materia de progra-
mas de intervención para personas con adicciones y formación dirigida al personal de instituciones 
penitenciarias.

Un acuerdo de colaboración que “a través de actuaciones de carácter asistencial que permitan que 
los y las pacientes que hayan comenzado el tratamiento en un centro penitenciario lo puedan con-
tinuar a la salida, en la Red Pública de Atención a las Adicciones en Andalucía, y quienes lo hayan 
comenzado en la Red, puedan continuar con el tratamiento si ingresaran en un establecimiento 
penitenciario”.  

Un acuerdo convenio que, entendemos permitirá llegar a acuerdos puntuales y protocolos de ac-
tuación, incorporando a las Diputaciones Provinciales, que redunden en la población destinataria. 

En el Centro Penitenciario de Córdoba, nos informaron que se continúa prestando la atención a la 
drogadicción a través del CPD. Se evidenció también la colaboración del CPD con el Centro de Inte-
gración Social (CIS), ya que el 80% de su población está derivada desde este establecimiento peni-
tenciario. Asimismo habían implementado desde la Diputación que la dispensación de la metadona 
se realiza desde los propios centros de salud, lo que supone una dignificación del paciente que no 
tiene que significarse en la entrada de los edificios donde los CPD están situados. 

En la reunión mantenida con su directora y con responsables de la Diputación de Córdoba nos tras-
ladaron que el funcionamiento de este recurso en la prisión lo consideran de especial importancia, 
tanto por el número de población destinataria como por la incidencia de las terapias recibidas. 

Su funcionamiento, sin el marco del convenio antes mencionado, responde a la voluntad política de 
esta administración local, si bien no está exento de problemas como es la financiación adicional que 
requiere cada año o un sistema informático interoperable en todas las administraciones competentes. 

Destacar también el fuerte compromiso personal de estos equipos, que realizan un trabajo integral 
a través de la intervención de los psicólogos, médicos y resto de técnicos.

2.1.4.2.3.2.2. Discapacidad en prisión

Las dilaciones en la valoración del grado de discapacidad de las personas que se encuentran 
en prisión es otro de los problemas que hemos recibido durante 2023. Un problema que, si bien 
sufren otras muchas personas fuera de las prisiones, tiene una incidencia especial en quienes están 
en privados de libertad.

Expedientes de queja en los que solicitan nuestra intervención por incidencias bien en la tramitación 
de reconocimiento o revisión de grado de la misma. Entre las dificultades puestas de manifiesto se 
encuentran las dilaciones en la tramitación de los propios expedientes por los Centros de Valoración 
y Orientación de cada provincia, así como por la falta de diligencia de los equipos sociales para pre-
sentar sus solicitudes y hacerles el seguimiento. 

Otra de las cuestiones detectadas son la ausencia de recursos residenciales para estas personas que 
padeciendo algún tipo de discapacidad han cumplido condenas privativas de libertad y que carecen 
de red de apoyo en el momento de su excarcelación.

En esta situación se encontraba el promotor de la queja 17/3360, expediente de largo recorrido en el 
que desde esta Defensoría se ha llevado a cabo su seguimiento, por la extrema vulnerabilidad de la 
persona ingresada en prisión,    afectado con una hipoacusia severa y sin apoyo familiar. Preocupaba 
a esta Defensoría, entre otras cuestiones, su situación de desprotección al salir en libertad sin un 
recurso residencial de referencia. 

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/176/BOJA23-176-00006-14210-01_00289214.pdf
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Así solicitamos la colaboración de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias para que nos 
informara sobre las gestiones realizadas para esta finalidad. Si bien detallaban su intervención para 
procurarle a la persona interesada una solución habitacional ésta no llegó a concretarse, siendo que 
el interno fue puesto en libertad sin el acompañamiento adecuado. Una cuestión que no pudo de-
morarse ante la llegada de la resolución judicial que decretaba la puesta en libertad. 

Ante la gravedad de este caso, dado la discapacidad reconocida del 76% y como hemos referido 
carecer de redes familiares, solicitamos la colaboración de la Fiscalía Provincial de Sevilla que por la 
condición de persona con discapacidad derivó el caso a la Sección Provisión de Apoyos a Personas 
con Discapacidad de la misma Fiscalía. 

Tras las gestiones realizadas con la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e 
Igualdad de Sevilla solicitando la búsqueda urgente de un recurso al que el interesado pudiera acudir 
y el seguimiento continuo al caso en concreto, se le asignó plaza en una residencia sita en Sevilla en 
la que esta persona recibe la atención que precisa.

Casos como éste evidencian la necesidad de una labor coordinada de Instituciones, Administraciones 
y Tercer Sector, clave en los procesos de reinserción de la población reclusa y esencia del trabajo en 
favor de las personas. 

El compromiso de las asociaciones que trabajan con las personas privadas de libertad, sus familiares y 
entorno cercano se ha puesto de manifiesto en las reuniones mantenidas en el contexto de las visitas 
realizadas a cada una de las provincias, siendo sus aportaciones un elemento clave para el análisis del 
impacto en la ciudadanía de las distintas políticas públicas que se implementan para la reinsercción.  

De las situaciones antes descritas se deduce la importancia de los Equipos Técnicos de cada cen-
tro penitenciario, que conforme se regula en el Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, por el que 
se aprueba el Reglamento Penitenciario actuarán bajo la dirección inmediata del Subdirector de 
Tratamiento y conforme prevé el artículo 274 lo conforman profesionales de las distintas disciplinas.  

Dado el elevado número de personas pertenecientes a entornos vulnerables es necesario poner una 
especial atención en el Trabajo Social. Tal y como se ha puesto de manifiesto en numerosos trabajos 
de investigación es imprescindible orientar a “la persona a desarrollar sus capacidades y aptitudes 
positivas posibilitando una reintegración en la sociedad, fomentando los contactos y la participación 
en la sociedad a través de los vínculos sociales, las redes de apoyo y los recursos de la comunidad 
como instrumentos fundamentales de reinserción” 

Cristina Filardo Llamas y Marta de Dios Sánchez, ambas trabajadoras sociales, analizan el trabajo 
social penitenciario en un artículo que bajo el título “El trabajo Social Penitenciario: un acercamiento 
teórico a la praxis de l@s tragajador@s sociales en los centros penitenciarios españoles” pretende 
reflexionar sobre la importante labor que los y las profesionales desempeñan en la reeducación y 
reinserción social de las penas privativas de libertad.  

2.1.4.2.3.2.3. Salud mental en prisión

Concluimos esta dación de cuentas con una alusión a la problemática relacionada con la enfermedad 
mental de las personas en prisión, que si bien es objeto de análisis en capítulo diferenciado, me-
rece una atención puntual en relación a varios aspectos y en concreto a la visita realizada al Hospital 
Psiquiátrico Penitenciario de Sevilla. 

Entre los temas analizados se encontraban muchos de los expuestos en  jornada antes menciona-
da: “Bioética y Salud Mental: desafíos comunes de la población vulnerable”. El doctor Pedro Masse, 
psiquiatra del Hospital, en la mesa redonda Salud Mental y población penitenciaria nos relataba 
con gran crudeza y realidad el poco sentido que tiene que personas que necesitan un tratamiento 
para superar sus problemas de salud mental se encuentren privadas de libertad, cuando en algunas 
ocasiones cumplen condena tras años de haber cometido el delito y en otras sin entender ni tan 
siquiera lo ocurrido.

https://www.trabajosocialmalaga.org/wp-content/uploads/2020/08/62_7.pdf
https://www.trabajosocialmalaga.org/wp-content/uploads/2020/08/62_7.pdf
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